


La voracidad capitalista sobre 
los bienes naturales:

El extractivismo minero energético: 
¿una opción para el desarrollo de los conflictos

socio ambientales en Centroamérica? 

Pedro Landa1

Centroamérica fue durante las últimas décadas del siglo XX un
escenario de movimientos revolucionarios, que de una u otra
forma se rebelaron en contra de la imposición de un sistema po­
lítico, económico y militar hegemónico y asesino que se traducía
en condena a las ideas, en persecución política e ideológica, eje­
cuciones extrajudiciales, torturas, exclusión, saqueo, inequida­
des, condena a la organización, a la lucha por los derechos y ga­
rantías básicas. Nociones como patria, democracia, libertad y jus­
ticia, fueron inspiraciones para continuar en la búsqueda de
transformaciones por ese otro mundo posible.

Hoy después de más de 30 años, nos enfrentamos a una nueva
fase de imposición violenta, en la que lejos de superar las prácti­
cas de décadas pasadas, más bien se ha generalizado y exten­
dido a niveles intolerables2. La violencia derivada del despojo de
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1 Historiador, Filósofo, Teólogo con estudios superiores en Derechos Hu­
manos, Geología y Ambiente, es miembro del Equipo de Reflexión, In­
vestigación y Comunicación (ERIC) de la Compañía de Jesús en Honduras,
miembro de la Red Continental Iglesias y Minería; del grupo de Trabajo
sobre minería y derechos Humanos en América Latina y de la Red Igna­
ciana de Incidencia en Minería.

2 Movimiento Amplio Dignidad Justicia (MADJ), Consejo Cívico de Organi­
zaciones Populares e Indígenas de Honduras (COPINH), Equipo de Refle­
xión Investigación y Comunicación (ERIC­SJ) y otros (2013).



riva de la privatización de los ríos y la entrega de los territorios
de pueblos ancestrales, ha llevado a la Organización de Naciones
Unidas a excluir a este tipo de energía, de la lista de energías
“limpias”5. Y no es para menos, si se considera que solamente
en los últimos años, en la región centroamericana se han asesi­
nado no menos de 50 defensores y defensoras del medioam­
biente directamente involucrados en acciones de defensa de sus
territorios frente al extractivismo minero, así como ante la im­
plantación de represas, la
privatización de los ríos.

De acuerdo al más re­
ciente estudio de Global
Witness Honduras es el
lugar más peligroso del
mundo para los defenso­
res del medio ambiente
(Global Witness; 2016). Y
es que, la política extrac­
tivista de los gobiernos
nacionalistas, surgidos
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los territorios, de la privatización del agua, de la destrucción de
comunidades y ambientes ecológicos y humanos, de la presencia
cada vez más violentas de escuadrones privados de seguridad,
en ocasiones con más poder que las fuerzas estatales, así como
la criminalización de la protesta social, las detenciones arbitra­
rias, amenazas, atentados y asesinatos de hombres y mujeres,
defensores y defensoras de la Madre Tierra y sus Bienes Natura­
les, en contra de este modelo depredador y destructor de vida.
En definitiva, nos encontramos frente a la voracidad capitalista
del modelo extractivista minero energético3.

Resulta cada vez más evidente cómo el modelo extractivista de
materias primas minerales, va de la mano con los grandes em­
prendimientos de generación de energía Hidroeléctrica, al
menos en la región centroamericana. En el 2015 se alcanzaron ci­
fras record tanto en la inversión como en la generación de ener­
gía a base fuentes “renovables”, o “limpias”, como la energía,
solar y la eólica. De acuerdo a la publicación de la Escuela de
Frankfurt, Tendencias Globales en la Inversión en Energías Reno­
vables en 20154, por primera vez en la historia la inversión global
energías alternativas represento el 63% de la inversión global y,
superó con creces a la inversión para la generación de energías
a base de combustibles fósiles, carbón y nuclear e Hidroeléctrica
juntas. (Ver cuadro).

Elaboración propia, a partir de datos del informe citado: Tenden­
cias Globales en la Inversión en Energías Renovables en 2015.

Esta tendencia global no se refleja en América Central, donde las
inversiones más grandes se dieron en energía hidroeléctrica ge­
nerada por grandes represas. La grave conflictividad que se de­
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3 Al Respeto la ONG Cooperaccion del Perú, en su informe de junio de 2016
señala que: “En los últimos 25 años, la extracción de recursos naturales, la
expansión de la frontera extractiva, minera, petrolera, gasífera, ha sido
una tendencia global en la que América Latina ha ocupado y sigue ocu­
pando un lugar destacado”.

4 Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) y Frank­
furt School FS; 2016:12­16. 5 Ibid.
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La fiebre por el oro y la energía llegaron a la región como recetas
impuestas por los organismos de financiamiento internacional.
Para el caso el Banco Centroamericano de Integración Econó­
mica (BCIE) a través de su proyecto ARECA (Acelerando las In­
versiones de Energía Renovable en Centroamérica y Panamá), se
planteó como uno de sus principales objetivos, eliminar las ba­
rreras financieras que impiden el desarrollo a gran escala de pro­
yectos para la generación de energía en la región7. De manera
complementaria la Estrategia Energética Sustentable Centroa­
mericana 20208 ha sido el motor para la implementación del Sis­
tema de Interconexión Eléctrica para América Central (SIEPAC),
mismo que entre otras coas prevé la interconexión de todos los
sistemas de generación de energía en cada uno de los países de
Centroamérica, lo que permite alinear el mercado de energía
para suplir la demanda de las grandes empresas regionales y en
el futuro próximo a las economías del norte.

En el siguiente mapa de la Fundación Avina9 se observa cómo la
matriz energética en Centroamérica a diferencia del resto del
mundo, continúa promoviendo la energía hidroeléctrica, a pesar
de los graves conflictos que ha generado. La matriz energética
de Centroamérica se ha transformado aceleradamente gracias a
la implementación de grandes proyectos hidroeléctricos en la re­
gión, superando a la producida por hidrocarburos. Efectiva­
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con posterioridad al gol pe de Estado de junio de 2009, se han ca­
racterizado, entre otras cosas, por el entrega del territorio y los
bienes naturales, por unas cuantas migajas y canonjías que les
permiten contar con el apoyo de un sector empresarial voraz,
coludido con el crimen organizado y acostumbrado a que su vo­
luntad sea ley en Honduras, y en la región, ya sea a través de la
compra de conciencias y voluntades vía corrupción, o bien por
la fuerza de las armas, el terror, a través del asesinato y la impu­
nidad que les garantiza sistemas de impartición de justicia coop­
tados por los poderes políticos serviles a la gran empresa. Reflejo
de lo anterior es la impunidad en la que permanece el asesinato
de la lideresa indígena Berta Cáceres6, reconocida mundialmente
y muchísimas personas más, mártires de la tierra y víctimas del
imperialismo capitalista que continúan regando con su sangre
una tierra que clama por la justicia y el derecho.
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6 Berta Cáceres, Coordinadora del Consejo Cívico de Organizaciones Popu­
lares e Indígenas de Honduras (COPINH) y ganadora del premio Goldman
2015, fue asesinada en Honduras el 2 de marzo de 2016. Su asesinato ge­
neró el repudio mundial, la exigencia de justicia y castigo, no solo para los
autores materiales, sino también para los intelectuales y verdaderos artí­
fices de este magnicidio. Aún permanecen en la impunidad, supuesta­
mente bajo la protección de las más altas autoridades de Honduras.

7 Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (s/f).

8 Esta estrategia fue diseñada e impulsada por la Comisión Económica para
Ameca Latina (CEPAL), los ministros de energía e hidrocarburos de los paí­
ses del Sistema de Integración Centroamericana (SICA). Tiene como obje­
tivo fundamental, asegurar el abastecimiento energético de Centroamé­
rica, en calidad, cantidad y diversidad de fuentes. Para más información
consultar: http://www.cepal.org/es/publicaciones/25839­estrategia­ener­
getica­sustentable­centroamericana­2020 

9 La Fundación Avina define su visión de impacto en el alcance de matrices
energéticas sustentables e inclusivas en América Latina. Buena parte de
su trabajo está orientada a fortalecer las capacidades de los Estados y sec­
tor empresarial para promover planes y proyectos de generación de ener­
gía, reciclaje y fortalecimiento al sector extractivo. Para más información
ver: http://www.avina.net/avina/fundacion/



gistrándose un total de 185 asesinatos, lo que implica que se ase­
sinaron un promedio de tres defensores por semana. Igualmente
señala como los más afectados por la defensa de sus territorios
ancestrales, a los pueblos indígenas enfrentados a las industrias
extractivas y mineras con el 40% de los asesinatos registrados.
Por su relevancia siguen los conflictos en torno a plantaciones
agroindustriales (palma aceitera, soja, caña de azúcar entre
otras), con 20% la luchas contra las hidroeléctricas (15%) y la de­
fensa del agua (15%). Otro dato no menos importante es que en
cerca del 50% de los asesinatos registrados existió una implica­
ción de la policía y el ejército y en el otro 50% los paramilitares y
los guardias de seguridad privada.

Las graves violaciones a los Derechos Humanos generadas direc­
tamente por la imposición de este modelo depredador de la vida
y los bienes naturales han sido también denunciado y expuesto
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 

En su informe titulado, Pueblos Indígenas, Comunidades Afrodes­
cendientes y Recursos Naturales: Protección de Derechos Humanos
en el Contexto de Actividades de Extracción, Explotación y Desa­
rrollo10, la CIDH señala que la megaminería, la explotación petro­
lera, el agronegocio y la construcción de represas, son activida­
des en las que se violan de manera reiterada y agravada los De­
rechos Humanos de los pueblos indígenas. Por otra parte, se ad­
vierte cómo los gobiernos de América Latina y el Caribe priorizan
su alianza con las empresas extractivas por sobre las leyes que
protegen a la población y que son de hecho, un obligación con­
vencional irrenunciable de los Estados de la región, cuyo incum­
plimiento les genera responsabilidad ante su población y ante el
mundo, ya que, en no pocos casos la falta de diligencia de los Es­
tados en sus obligaciones de respeto, protección y garantía de
los Derechos Humanos, ha significado en la practica la condena
de las comunidades indígenas y campesinas a procesos de em­
pobrecimiento, desalojos de sus tierras y hasta la muerte.
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mente esto representa una menor dependencia de un bien na­
tural cada vez más escaso y propenso a la especulación, como el
petróleo, pero de contrapartida implica el incremento de conflic­
tos socio ambientales, por la defensa de los territorios y los ríos.
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10 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH); 2016.

Cuando se analiza la historia reciente de las represas en la región
es fácil entender por qué Naciones Unidas no considera la ener­
gía hidroeléctrica, como tecnología renovable, limpia o amiga­
ble con el ambiente. De acuerdo al Movimiento Mexicano de
afectados por las represas, en los últimos 10 años, han sido ase­
sinados no menos de 40 defensores y defensoras de los ríos en
Mesoamérica.

Por su parte la organización Global Witness en su informe sobre
la situación de defensores y defensoras de Derechos Humanos
en el mundo durante el año 2015 (Global Witness; 2016: 8­14), re­
gistra cómo la violencia, la criminalización y los asesinatos alre­
dedor de los conflictos mineros y energéticos se ha incremen­
tado de forma alarmante, considerando el 2015 como el año más
mortífero de la historia para los defensores del ambiente. El in­
forme refleja cómo en el 2015 se produjo un aumento del 59% de
asesinatos de defensores de derechos humanos y ambiente, re­



en el Informe de una investigación realizada durante todo el 2015
en tres regiones del país, denominado: Impacto socio ambiental
de minería en la región noroccidental de Honduras a la luz de tres
estudios de casos11:

1. El papel de la institucionalidad pública –o ausencia de la
misma– es clave para el éxito o rechazo del modelo ex­
tractivo corporativo. Y ese papel se manifiesta de diversas
maneras: desde la corrupción evidente hasta la desidia e
impunidad. 

2. La prevención y solución de los conflictos provocados por
la industria extractiva encuentran en el Estado un elemento
fundamental de resolución y diálogo, para lo cual se re­
quiere un marco normativo adecuado y adaptado a los es­
tándares internacionales establecidos en la Convención
Americana y el Convenio 169 de la Organización Internacio­
nal del Trabajo (OIT), y una institucionalidad con la capaci­
dad y la voluntad política de aplicarlo.

3. Las experiencias de resistencia local, el uso de la institucio­
nalidad nacional e internacional, las alianzas, la denuncia y
la puesta en marcha de procesos permanentes de fortaleci­
miento de la organización comunitaria, requieren mayores
análisis para extraer lecciones y aprendizajes de resistencia. 

4. Es necesario profundizar en un modelo de desarrollo alterna­
tivo construido desde y con las comunidades, que dé consis­
tencia a la lucha contra la minería y la defensa del territorio. 

5. En el ámbito de los derechos humanos es imprescindible im­
pulsar acciones que obliguen al Estado a cumplir con su
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Por otra parte,
existe cada vez
una mayor con­
ciencia de los im­
pactos genera­
dos por la pro­
fundización del
modelo extracti­
vista de explota­
ción de Bienes
Naturales que
bajo la irraciona­
lidad del enri­

quecimiento al menor costo y la acumulación por desposesión,
conllevan a la pérdida del territorio, a los desplazamientos for­
zados y por ende a la fragmentación del tejido social y el debili­
tamiento de las relaciones entre comunidades humanas y entre
estas y su ambiente circundante. A esto hay que agregar la des­
trucción de ecosistemas enteros y la herencia de contaminación
tóxica, degradación ambiental, afectaciones y sobreexplotación
de sistemas hidrológicos, enfermedades y pérdida de derechos
originarios, que en su conjunto producen daños irreparables a la
familia humana y a su casa Común.

La implantación del modelo extractivo, ha sido generador de: (a)
graves violaciones a derechos humanos; (b) un acelerado dete­
rioro de los bienes naturales y los medios de vida de las comuni­
dades; (c) una creciente debilidad del Estado para el cumpli­
miento de sus obligaciones en cuanto a la tutela de los derechos
humanos fundamentales de la ciudadanía; (d) mayores niveles
de corrupción e impunidad; (e) empobrecimiento y, (f) división
de la ciudadanía. 

Desde el Equipo de Reflexión, Investigación y Comunicación
(ERIC) en Honduras, creemos firmemente en la urgencia de in­
volucrarnos en la construcción de alternativas a este modelo de
muerte y compartimos las siguientes pistas de acción, recogidas

116

11 Equipo de Reflexión, Investigación y Comunicación de la Compañía de
Jesús en Honduras (ERIC­SJ) en coordinación con el Colegio para la Salud
Pública y la Justicia Social de la Universidad de Saint Louis Missouri. Im­
pacto socio ambiental de la minería en la región noroccidental de Honduras
a la luz de tres estudios de casos: Montaña de Botaderos (Aguán), Nueva Es­
peranza (Atlántida) y Locomapa (Yoro). Editorial San Ignacio, primera edi­
ción julio de 2016. Páginas 124­128.



nivel político e ideológico, económico, social y cultural,
como aspecto crucial en la lucha contra la hegemonía del
sistema de acumulación capitalista.

10. La ONG Global Witness ha catalogado a Honduras como “el
país más peligroso para ser defensor del medioambiente”.
El alarmante incremento de este tipo asesinatos se puede
entender como una estrategia de terrorismo contra las lu­
chas ambientales y de defensa de territorios.

11. Es urgente impulsar acciones que obliguen a los Estados a
implementar medidas concretas de protección a favor de
los defensores del ambiente de acuerdo con sus obligacio­
nes convencionales y, al mismo tiempo, eliminar las prácti­
cas para criminalizar e incrementar el riesgo de quienes de­
fienden los bienes naturales. 

12. Del lado de las orga­
nizaciones sociales
se vislumbra la nece­
sidad de impulsar es­
trategias sostenidas
de articulaciones
que tengan la flexibi­
lidad de insertarse
en las dinámicas lo­
cales de defensa de
los territorios, y en las dinámicas nacionales e internacionales
de incidencia, denuncia y exigibilidad. 
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deber de prevenir las violaciones mediante la adopción de
todas las medidas necesarias de carácter jurídico, político,
administrativo y de cualquier otro orden, que promuevan la
tutela de tales derechos.

6. La organización comunitaria, las acciones de incidencia y
concientización, las denuncias públicas, el acompañamiento
y la solidaridad internacional, el uso de los mecanismos na­
cionales para activar las acciones administrativas y judicia­
les, permiten fortalecer la lucha comunitaria por la defensa
de sus territorios. 

7. Es necesario hacer prevalecer el derecho a la información
previa y suficiente sobre los proyectos a implementar, así
como el derecho comunitario y colectivo a la custodia, uso
y disfrute de los bienes naturales como el agua, los bosques,
el suelo y la fauna. Este derecho es preeminente al derecho
que se deriva de acciones contractuales entre el gobierno y
el empresariado minero y energético. 

8. En el proceso de búsqueda de legitimación de las concesio­
nes mineras e hidroeléctricas, las empresas y autoridades
continúan impulsando campañas asistencialistas, una estra­
tegia que trasciende a la vinculación con iglesias, patronatos
y Organizaciones no Gubernamentales (ONG), entre otras
entidades. Es necesario evidenciar y denunciar la mutación
de estos actores que, mediante dádivas y mecanismos de
cooptación y subyugación, asumen obligaciones cuyo cum­
plimiento corresponde a los Estados.

9. La conflictividad socio ambiental estará presente, en la me­
dida que se continúe impulsando proyectos que generan
contaminación, dominación y apropiación de la naturaleza
que despojan, vulneran y empobrecen a pueblos originarios,
garífunas12 y campesinos, quienes valoran la naturaleza
como “Madre Tierra”, planteamiento que urge reforzar a
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12 La población garífuna se ubica geográficamente en varias regiones de Cen­
troamérica y el Caribe, se identifican con las culturas afro e indígenas.
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proyectos a implementar, así como
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